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RESUMEN

El control de constitucionalidad es uno de los temas que han generado mayores 
debates en el ámbito jurídico ecuatoriano, entre otros factores, aquello se debe a los 
posibles conflictos normativos que se presentan en la propia Constitución —CRE— 
al determinarse la coexistencia de dos sistemas: el mixto y el concentrado; esto 
se ha visto complementado con las indeterminaciones generadas por la normati­
va secundaria Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucio­
nal —LOGJCC—, y la contradictoria jurisprudencia de la Corte Constitucional de 
Ecuador —CCE—. Este trabajo tiene como principales objetivos analizar desde 
una perspectiva crítica la evolución del control constitucional ecuatoriano desde 
la aprobación de la Constitución de 2008, determinar los problemas existentes 
en relación con el control mixto de constitucionalidad; y reflejar la caótica juris­
prudencia existente. Para ello se ha empleado un método analítico deductivo, 
que empieza con el estudio de la teoría del control constitucional, seguido por 
el análisis de la disciplina normativa, y un análisis estático de la jurisprudencia 
emitida por la CCE en relación con el control constitucional. Este análisis conclu­
ye planteando las razones en defensa de la implementación de un control mixto 
de constitucionalidad y, por tanto, de una nueva regulación más atenta al sistema 
garantista propulsado por la Constitución de Montecristi.

Palabras clave: control de constitucionalidad, control difuso, control concentrado, 
aplicación directa, judicial review, inaplicación, consulta de norma, jurispruden­
cia constitucional.

ABSTRACT

The control of constitutionality is one of the issues that have generated the great­
est debates in the Ecuadorian legal sphere, among other factors, this due to the 
possible normative conflicts that arise in the Constitution —CRE— itself when de­
termining the coexistence of two systems, the mixed and the concentrated by the 
secondary regulation Organic Law of Jurisdictional Guarantees and Constitutional 
Control —LOGJCC—, and the contradictory jurisprudence of the Constitutional 
Court of Ecuador —CCE—. The main objectives of this paper are to analyse from 
a critical perspective the evolution of the Ecuadorian constitutional control since 
the approval of the 2008 Constitution, to determine the existing problems in rela­
tion to the mixed control of constitutionality and to reflect the existing chaotic jur­
sprudence. For this purpose, a deductive analytical method has been employed, 
which begins with the study of the theory of constitutional control, followed by 
the analysis of the normative discipline, and a static analysis of the jurisprudence 
issued by the CCE in relation to constitutional control. This analysis concludes by 
representing the reasons in defense of the implementation of a mixed control of 
constitutionality and, therefore, of a new regulation more attentive to the guaran­
teeing system promoted by the Constitution of Montecristi.
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A MANERA DE INTRODUCCIÓN: EL CONTROL
DE CONSTITUCIONALIDAD Y SUS MODELOS

E n un Estado constitucional todos los órganos con potestad normativa deben ade-
cuar formal y materialmente sus disposiciones a la Constitución e instrumentos 

internacionales de derechos humanos.1 Aquello permite el establecimiento de límites 
y vínculos2 a los poderes públicos en la producción de normas infraconstitucionales, 
tornándose necesario un control frente a actos que contravengan la norma normarum, 
garantizándose de esta forma la supremacía constitucional.3

La teoría del control está directamente vinculada con el concepto de Constitución;4 
es así como dentro de una democracia constitucional5 se justifican las actuaciones 
judiciales frente a la revisión de constitucionalidad de las normas provenientes tanto 
de órganos electos democráticamente (leyes, decretos, ordenanzas, etc.), así como de 
aquellos que tienen facultades normativas (reglamentos, actos administrativos con 
efectos generales).6

MODELOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

El control constitucional ha sido analizado desde diferentes perspectivas; para Ma-
nuel Aragón, el control puede ser entendido como un proceso espontáneo que nace 

1.	 Ecuador, Constitución de la República del Ecuador, Registro Oficial 449, 20 de octubre de 2008, art. 84.
2.	 Luigi Ferrajoli, Garantismo. Una discusión sobre derecho y democracia (Madrid: Trotta, 2009), 42.
3.	 Julio César Trujillo, Constitucionalismo contemporáneo. Teorías, procesos, procedimientos y retos (Qui-

to: Universidad Andina Simón Bolívar, Sede Ecuador / Corporación Editora Nacional, 2013), 188. 
4.	 Manuel Aragón Reyes, Constitución y control de poder: Introducción a una teoría constitucional del 

control (Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 1999), 15. 
5.	 Luigi Ferrajoli, “La democracia constitucional”, en Desde otra mirada. Textos de teoría crítica del dere-

cho, comp. Christian Courtis (Buenos Aires: EUDEBA, 2001), 256-7. 
6.	 Javier Pérez Royo, Curso de Derecho Constitucional (Madrid: Marcial Pons, 2014), 111-4.
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como iniciativa de la sociedad civil (control social); un mecanismo institucionalizado 
ejercido por órganos políticos (control político); o un control institucionalizado pero 
vinculado con los órganos jurisdiccionales (control judicial).7

Desde una perspectiva jurisdiccional existen diversas tipologías de control que 
pueden ser clasificadas tomando como referente los órganos de administración de 
justicia que realizan esta tarea, estos son: difusos, concentrados y mixtos.

El control difuso de constitucionalidad implica que la facultad de controlar la cons-
titucionalidad de las normas se encuentra difuminada hacia todos los jueces. Este 
control tiene sus orígenes en el derecho anglosajón, siendo el constitucionalismo in-
glés el primero en realizar la aplicación del denominado judicial review cuando en 
1610 Edward Coke inaplicó una ley por contravenir los principios del common law, 
abriendo la posibilidad de que los jueces puedan controlar las leyes cuando estas sean 
contrarias a los principios y a la razón.8 Luego esta idea fue recogida por la Corte 
Suprema de Estados Unidos en el conocido caso Marbury vs Madison,9 cuando John 
Marshall en 1803 estableció el judicial review of legislation10 instaurado en la Unión 
Americana la supremacía constitucional frente a los actos del poder público, facultan-
do a los jueces a inaplicar normas contrarias a la Constitución.11

En el control concentrado,12 el examen de constitucionalidad de las normas se en-
cuentra en manos de un órgano especializado (tribunales, cortes constitucionales, sa-
las de lo constitucional, etc).

Cabe destacar que existe una convergencia de estos dos sistemas, al establecerse 
un sistema de control incidental, y un sistema mixto de control constitucional. En 
cuanto al control incidental, aquel se ve plasmado mediante lo que en Ecuador se de-
nomina consulta de norma13 en la que los jueces, dentro de los casos puestos a su co-
nocimiento si detectaren que una norma fuera contraria a la Constitución, suspenden 

7.	 Aragón, Constitución y control de poder, 64-5.
8.	 Eduardo Ferrer Mac-Gregor, El control difuso de convencionalidad en el Estado constitucional (Ciudad 

de México: UNAM, 2001), 151-2.
9.	 Gabriel Bouzat, “El control constitucional un estudio comparativo”, en Fundamentos y alcances del con-

trol judicial de constitucionalidad (Madrid: Centro de Estudios Constitucionales, 1991), 71.
10.	 Néstor Pedro Sagüés, “Justicia constitucional y control de la ley en América Latina”, en La justicia consti-

tucional en la actualidad, coord. Luis López Guerra (Quito: Tribunal Constitucional / Universidad Carlos  
III de Madrid / Comisión Europea / Corporación Editora Nacional, 2002), 172.

11.	 Genaro Carrió, “Una defensa condicionada de la judicial review”, en Fundamentos y alcances del control 
judicial de constitucionalidad (Madrid: Centro de Estudios Constitucionales, 1991), 142-6.

12.	 Pedro Cruz Villalón, La función del sistema europeo de control de constitucionalidad (Madrid: Centro de 
Estudios Constitucionales, 1987), 246. 

13.	 Johana Romero, “Control concreto de constitucionalidad”, en Apuntes de Derecho Procesal Constitucio-
nal, ed. Juan Montaña (Quito: CEDEC, 2012), 187-8.
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el proceso y remiten en consulta al órgano especializado, para que este se pronuncie 
con efectos generales estableciéndose un carácter incidental dentro de la sustancia-
ción de la causa.14 En cambio, en un sistema mixto tanto los jueces de instancia como 
el órgano especializado pueden realizar un control de constitucionalidad; los primeros 
inaplicando las normas por contravenir la Constitución en un caso concreto, tarea que 
es realizada por todos los jueces; y a los segundos les corresponde el análisis de la 
constitucionalidad de la norma en abstracto, lo cual es realizado por los tribunales y 
cortes constitucionales.15

El control también puede ser abstracto o concreto. El primero tiene por objeto 
garantizar que toda la producción normativa de un Estado esté acorde con la Consti-
tución, sin la existencia de ningún supuesto de hecho en concreto;16 como lo destaca 
Rafael Oyarte, es un “proceso contra la norma”,17 por lo que los efectos que produce 
aquel tipo de control se irradian a todo el ordenamiento jurídico —erga omnes—. 
Mientras que el control concreto18 tiene la particularidad de nacer de un caso especí-
fico, en el que un juez de instancia si detecta la incompatibilidad de una norma infra 
constitucional con la Carta Suprema la inaplica para ese caso, es decir, los efectos 
que se producen son inter partes en relación con el caso, para posteriormente remitir 
al órgano especializado con el objeto de determinar su constitucionalidad con efecto 
erga omnes.

El control puede tener efectos inter partes y erga omnes;19 en el primer caso este 
vinculará exclusivamente a las partes intervinientes en el proceso, mientras que en el 
segundo los efectos serán generales y abstractos.20 El modelo difuso tiene efecto inter 
partes; en cambio, los efectos del control concentrado son generales.21

Con base en las tipologías expuestas, debe señalarse que en los sistemas jurídicos 
en los que los jueces de instancia no generan precedente obligatorio —fuerza gravita-

14.	 Giancarlo Rolla, Garantía de los derechos fundamentales y justicia constitucional (Ciudad de México: 
Porrúa / Instituto Mexicano de Derecho Procesal Constitucional, 2006), 138. 

15.	 Rafael Oyarte, Derecho constitucional, ecuatoriano y comparado (Quito: Corporación de Estudios y Pu-
blicaciones, 2014), 861-2. 

16.	 Ricardo Guastini, Teoría e ideología de la interpretación constitucional (Madrid: Trotta, 2008), 30. 
17.	 Oyarte, Derecho constitucional, ecuatoriano y comparado, 862.
18.	 Francisco Zúñiga Urbina, “Control concreto de constitucionalidad: recurso de inaplicabilidad y cuestión 

de constitucionalidad en la reforma constitucional”, Estudios constitucionales. Revista del Centro de Es-
tudios Constitucionales (Universidad de Talca) (2004): 217.

19.	 Ibíd., 868. 
20.	 Manuel Aragón Reyes, Estudios de derecho constitucional (Madrid: Centro de Estudios Políticos y Cons-

titucionales, 2013), 327.
21.	 Sebastián Linares, La (i)legitimidad democrática del control judicial de las leyes (Madrid: Marcial Pons, 

2008), 248.
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cional—22 o aplican la doctrina del stare decisis et quieta non movere23 para sus futu-
ros casos, cada vez que se suscite un conflicto entre una norma infraconstitucional y 
la Constitución y se resuelva por parte de estos últimos, se necesita de un instrumento 
procesal que permita unificar con efectos generales la decisión del juez de instancia 
que tiene efectos inter partes. Este mecanismo se configura a través de la obligación 
del juez de remitir la sentencia al Tribunal o Corte Constitucional para que, en caso de 
considerarlo, este órgano pueda revisar la decisión del juez o dotarla, en caso de estar 
de acuerdo de efectos erga omnes. En ausencia de este mecanismo definido como re-
visión el ordenamiento jurídico se encontraría desprovisto de la capacidad de unificar 
las decisiones de los jueces de instancia y por tanto de garantizar la seguridad jurídica.

EL CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD
EN ECUADOR: LA CONSTITUCIÓN Y LEY

El modelo de control de constitucionalidad que el constituyente de Montecristi es-
tableció para el ordenamiento de Ecuador sin duda puede ser definido como un “Jano 
bifronte” en tanto que, en la misma Constitución, se prevén dos tipos de control de 
constitucionalidad autónomos y contradictorios; es decir: por un lado, el control de 
constitucionalidad mixto; y, por el otro, el control concentrado. Un rápido análisis de 
los artículos 11.3, 425 y 428 CRE permitirá demostrar lo afirmado.

El inciso primero del número 3 del artículo 11 establece que los derechos y ga-
rantías reconocidos en la Constitución y en instrumentos internacionales de derechos 
humanos “serán de directa e inmediata aplicación por y ante cualquier servidora o 
servidor público, administrativo o judicial, de oficio o a petición de parte”. En este 
contexto la preposición “ante” hace referencia a la inmediata titularidad de los dere-
chos de todo ciudadano que en función de ello puede solicitar frente a cualquier ad-
ministrador de justicia la aplicación directa de la Constitución en defensa de aquellos. 
Mientras que la preposición “por” implica que todo juez está facultado para aplicar de 
forma directa los derechos constitucionales dentro de un proceso judicial, ya sea de 
oficio o a petición de parte. Dicha proposición permite sostener —aunque sea con un 
argumento débil— que esta potestad se le otorga al juez en primer lugar en ausencia 
de ley, y, en segundo lugar, frente a la existencia de una norma infraconstitucional 
contraria a la Constitución, circunstancia por la que el juez podría proceder a inapli-
carla y aplicar directamente la Constitución.

22.	 Diego López Medina, El derecho de los jueces (Bogotá: Legis, 2008), 109-10.
23.	 Santiago Legarre y Julio César Rivera, “Naturaleza y dimensiones del ‘stare decisis’ ”, Revista Chilena de 

Derecho, vol. 33, n.º 1 (2006): 109-10.
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Este último argumento encuentra su respaldo en el artículo 425 de la Constitución 
que, en su segundo inciso, establece que “En caso de conflicto entre normas de distinta 
jerarquía, la Corte Constitucional, las juezas y jueces, autoridades administrativas y 
servidoras y servidores públicos, lo resolverán mediante la aplicación de la norma 
jerárquica superior”. Con este inciso el constituyente faculta todo juez a aplicar la 
norma superior cuando exista contradicción entre normas de distinta jerarquía; y, en 
consecuencia, no solo le obliga a identificar la contraposición entre una norma infra-
constitucional y la Constitución, sino además a resolver el conflicto aplicando la nor-
ma jurídica superior; y, por tanto, le obliga a realizar un control de constitucionalidad 
difuso. Si se relaciona este artículo con el 436.2, que establece como atribución de la 
CCE “conocer y resolver las acciones públicas de inconstitucionalidad, por el fondo 
o por la forma, contra actos normativos de carácter general emitidos por órganos y 
autoridades del Estado”, se deduce que el modelo de control de constitucionalidad 
implementado en Ecuador es el control mixto.

Sin embargo, la claridad de este argumento se ve eclipsada por la existencia del 
artículo 428 que establece: “Cuando una jueza o juez, de oficio o a petición de parte, 
considere que una norma jurídica es contraria a la Constitución o a los instrumentos 
internacionales de derechos humanos que establezcan derechos más favorables que 
los reconocidos en la Constitución, suspenderá la tramitación de la causa y remitirá en 
consulta el expediente a la Corte Constitucional, que en un plazo no mayor a cuarenta 
y cinco días, resolverá sobre la constitucionalidad de la norma”. Artículo que, al de-
terminar la obligación del juez —que constate que una norma jurídica es contraria a la 
Constitución— de suspender la tramitación de la causa y remitir la consulta a la CCE, 
siendo este el único órgano encargado de realizar el control de constitucionalidad, con-
figurar la “otra cara del Jano”, esto es: un control de constitucionalidad concentrado.

Es evidente que, frente a esta contradicción, en el momento de resolver un caso y 
contrastar la existencia de una disposición jurídica contraria a la Constitución los jue-
ces se encontraban ante una tensión entre plantear la consulta de norma (artículo 428) 
o resolver el problema jurídico aplicando directamente la Constitución (artículos 11.3, 
425 y 426). Y, por tanto, ante la disyuntiva de determinar en cuáles circunstancias dar 
aplicación al artículo 425 CRE y en cuales al artículo 428 CRE.

Frente a ello la opción más radical era proceder a una reforma constitucional para 
eliminar la existencia de una de las dos modalidades de control, no obstante, también 
hubiese sido posible dar solución a los inconvenientes provocados por este sistema bi-
nario considerando lo establecido en el artículo 436 de la Constitución, según el cual: 
“La Corte Constitucional ejercerá, además de las que le confiera la ley, las siguien-
tes atribuciones: [...] 6. Expedir sentencias que constituyan jurisprudencia vinculante 
respecto de las acciones de protección, cumplimiento, hábeas corpus, hábeas data, 
acceso a la información pública y demás procesos constitucionales, así como los casos 
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seleccionados por la Corte para su revisión”. Ello debido a que, como ya se explicó, 
la implementación de un sistema de control mixto en un ordenamiento jurídico en el 
que no se aplica la doctrina del precedente obligatorio o stare decisis debe necesaria-
mente ser acompañada de la obligación del juez que no aplica al caso concreto una 
norma jurídica contraria a la Constitución de remitir a la CCE la sentencia para que 
este órgano pueda, en su caso, por medio de una sentencia con efectos erga omnes 
declarar la nulidad de la norma jurídica o bien interpretarla en un sentido que garan-
tice su conformidad con la norma fundamental garantizando así la seguridad jurídica. 
Entonces, si según lo establecido en el artículo 436 CRE solo los jueces de garantías 
tienen la obligación de enviar en revisión sus sentencias a la CCE, serían solo y exclu-
sivamente ellos quienes pueden hacer, en aplicación del artículo 425 CRE, un control 
difuso de constitucionalidad, mientras el artículo 428 CRE solo se aplicaría a los 
jueces ordinarios. Esta interpretación, además de solucionar la contradicción consti-
tucional, garantizaría la eficacia24 de las garantías constitucionales en relación con los 
cortos plazos en los que tienen que ser resueltas, plazos que se verían profundamente 
comprometidos en caso de aplicarse un control concentrado de constitucionalidad.

No obstante, el legislador en la LOGJCC implementó una tercera y cuestionable 
vía de solución del problema; y en su artículo 142 estableció:

Las juezas y jueces, las autoridades administrativas y servidoras y servidores de la Fun-
ción Judicial aplicarán las disposiciones constitucionales, sin necesidad que se encuentren 
desarrolladas en otras normas de menor jerarquía. En las decisiones no se podrá restringir, 
menoscabar o inobservar su contenido. En consecuencia, cualquier jueza o juez, de oficio 
o a petición de parte, solo si tiene duda razonable y motivada de que una norma jurídica es 
contraria a la Constitución o a los instrumentos internacionales de derechos humanos que es-
tablezcan derechos más favorables que los reconocidos en la Constitución, suspenderá la tra-
mitación de la causa y remitirá en consulta el expediente a la Corte Constitucional, la que en 
un plazo no mayor a cuarenta y cinco días resolverá sobre la constitucionalidad de la norma.

Es cuestionable por qué, en primer lugar, había podido sobre la base de los argu-
mentos antes planteados otorgar a los jueces de garantías la posibilidad de hacer control 
difuso de constitucionalidad; y, en segundo lugar, porque el contenido del artículo 142 
simplemente sustituye la disyuntiva entre control difuso y concentrado con una nueva 
y relativa problemática asociada a cuando el juez tiene duda razonable y motivada, y 
cuando tiene certeza, y, por tanto, en ausencia de claras especificaciones procesales, 
hace recaer la decisión en cada uno de los jueces sobre la base de tener duda o certeza, 
muy poco garantista de aquella objetividad que el debido proceso debería asegurar.

24.	 Ver Luis Prieto Sanchís, Apuntes de teoría del derecho (Madrid: Trotta, 2011), 83-6.



FORO 38, julio-diciembre 2022

FORO / 15ISSN: 1390-2466; e-ISSN: 2631-2484

La incertidumbre provocada por la redacción del artículo 142 LOGJCC en relación 
con su alcance, así como las dificultades experimentadas por los jueces, determinaron 
la necesidad de una intervención de la CCE que, como se verá, por medio de una juris-
prudencia errática, muy poco técnica y a veces contradictoria, aún no logra esclarecer 
las dudas existentes acerca del modelo de control de constitucionalidad existente en 
Ecuador.

JURISPRUDENCIA RELACIONADA CON EL CONTROL
CONSTITUCIONAL EN ECUADOR25

Aplicación directa: la contradictoria interpretación

de la Corte Constitucional ecuatoriana

El principio de aplicación directa implica que la norma constitucional puede ser in-
vocada directamente por todas las personas sin que medie o sea necesaria otra fuente 
de derecho, en especial la ley. Rafael Oyarte expresa que “el principio de aplicación 
directa de la Constitución se emplea a falta de norma secundaria, y no cuando esta 
existe y es inconstitucional”, no debiendo confundirse la aplicación directa con el 
ejercicio de control constitucional.26

Este principio es permanentemente invocado por la CCE, sin embargo, en muchas 
ocasiones su argumentación es contradictoria; así, en la resolución de autoproclama-
ción de Tribunal a Corte Constitucional, se establece entre los rasgos característicos 
del Estado constitucional de derechos y justicia la aplicación directa de la norma cons-
titucional, vinculándola “al ejercicio y aplicación directos de los derechos fundamen-
tales, sin necesidad de normas para su desarrollo”.27

25.	 La problemática abordada en el presente artículo está asociada con el sistema de control existente en el 
Ecuador y los problemas que se suscitan en las judicaturas de instancia al momento de inaplicar una nor-
ma infraconstitucional contraria a la Constitución o a instrumentos internacionales de derechos humanos. 
Toda vez que, si bien la CCE ha desarrollado en su sentencia n.º 1024-19-JP/19 los parámetros para que 
opere la denominada “auto cuestión de constitucionalidad”, concordante con el denominado “control de 
oficio de normas conexas” realizado por las anteriores conformaciones de la CCE, aquella facultad que 
tiene este organismo para pronunciarse sobre la constitucionalidad de las normas en procesos de garantías 
jurisdiccionales de su conocimiento, denota un problema jurídico diferente al abordado en el artículo 
académico que presentamos. 

26.	 Oyarte, “Derecho constitucional, ecuatoriano y comparado”, 887. 
27.	 Ecuador, Resolución de la Corte Constitucional para el Período de Transición, Suplemento, Registro Ofi-

cial 451, 22 de octubre de 2008. En dicha resolución el anterior Tribunal Constitucional asume de oficio 
las competencias otorgadas por la CRE a la Corte Constitucional, denominándose aquel órgano —Corte 
Constitucional para el Período de Transición—. 
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Esta postura también se vio recogida en la sentencia 001-10-SIN-CC, en donde la 
CCE analiza “¿Cómo debe entenderse el principio de aplicación directa de la Cons-
titución?”, estableciendo que “ante la ausencia de una regulación infraconstitucional 
previa que establezca el procedimiento de la consulta prelegislativa, esta Corte de-
termina que en el proceso de promulgación de la Ley se implementaron mecanismos 
de información, participación y recepción de criterios a un segmento de las comunas, 
comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas representados por sus máximos di-
rigentes, aspecto que confirma la aplicación directa de la Constitución”,28 denotándose 
una interpretación vinculada a la aplicación directa en caso de ausencia de normativa 
legal que desarrolle derechos, lo cual denotaría a priori que este organismo diferencia 
la institución de la aplicación directa del control constitucional; sin embargo, en la 
misma sentencia la CCE se contradice y vincula el principio de aplicación directa con 
el control constitucional al señalar:

legisladores, jueces y demás servidores públicos, así como los particulares, habrán de to-
mar a la Constitución como una norma de decisión, con las siguientes consecuencias: a) 
habrá de examinarse y compararse todas las normas con las disposiciones constitucionales 
para determinar, de forma legítima, si hacen parte o no del ordenamiento jurídico; b) en 
la solución concreta de conflictos jurídicos provocados por ausencia de ley o por eviden-
tes contradicciones respecto de la Constitución, habrá de aplicarse directamente la Carta 
fundamental; y c) habrá de interpretarse todo el ordenamiento conforme a la Constitución.

Con base en lo señalado la CCE contradice el criterio adoptado en líneas ante-
riores, estableciendo que la aplicación directa de la norma constitucional involucra 
consecuencias relacionadas con el control constitucional para propender la concor-
dancia de las normas infraconstitucionales con la Constitución, entendiéndose que la 
misma opera no solo en los casos de ausencia de ley, sino también frente a evidentes 
antinomias jurídicas en concreto y asociándola con la interpretación conforme a la 
Constitución.

Posteriormente, la sentencia 001-11-SIO-CC evidencia nuevamente contradiccio-
nes en relación con el principio de aplicación directa de la Constitución, pues en 
esta sentencia, en cambio, la motivación del órgano especializado fue que no puede 
aplicarse la Constitución mientras no haya la ley respectiva que la desarrolle o regla-
mente. Es decir, en lugar de aplicar directamente la Constitución para garantizar el 
derecho ciudadano de revocatoria de mandato, esta sentencia dispone suspender los 
procesos ya calificados “hasta que la Asamblea Nacional regule los requisitos y proce-

28.	 Ecuador Corte Constitucional, “Sentencia n.º 001-10-SIN-CC”, Caso n.º 0008-09-IN y 0011-09-IN, 18 de 
marzo de 2010.
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dimientos para hacer efectivo este derecho de participación”,29 menoscabando de esta 
forma el principio de aplicación directa.

Hacia un único modelo de control constitucional:
¿extinción del control difuso de la realidad ecuatoriana?

En cuanto a la adopción de un modelo de control constitucional único, la CCE 
desde 2010 se decantó por existencia exclusiva del control concentrado. En la senten-
cia 055-10-SEP-CC, dentro del caso denominado Cratel (Teleamazonas), la Corte es 
explícita al establecer la prohibición dirigida a los jueces de instancia de inaplicar una 
norma inconstitucional, y, por tanto, de realizar control constitucional.30 Cabe destacar 
que en el voto concurrente a esta sentencia se estableció algo muy interesante: que la 
consulta de norma debe estar vedada para procesos constitucionales, pues la suspen-
sión del proceso y remisión a la CCE por cuarenta y cinco días permearía la celeridad 
y eficiencia de las garantías jurisdiccionales.31

Posteriormente, en la sentencia 001-13-SCN-CC, la CCE señala expresamente 
que en “el Ecuador existe únicamente el control concentrado de constitucionalidad”, 
además establece parámetros para la presentación de una consulta de normas entre 
los que destaca: i. Identificación del enunciado normativo, ii. Identificación de los 
principios o reglas constitucionales que se presumen infringidos, iii. Explicación y 
fundamentación clara y precisa de la relevancia de la disposición normativa cuya 
constitucionalidad se consulta.32 Determina además que las consultas de normas de-
berán ser objeto de admisibilidad.

La sentencia 002-13-SCN-CC analiza el sentido y alcance de la duda razonable y 
motivada dentro de la consulta de norma, toda vez que la redacción del artículo 142 de 
la LOGJCC invitaría a pensar que solo en caso de dudas se realizaría una consulta de 
norma, sin embargo, cuando el juez tenga certeza de que una norma es contraria a la 
Constitución podría inaplicarla. Al respecto la Corte aclara cómo debe entenderse este 
precepto, indicando que el modelo existente en la realidad ecuatoriana es el concen-

29.	 Ecuador Corte Constitucional, “Sentencia n.º 001-11-SIO-CC”, Caso n.º 0005-10-IO, 26 de enero de 
2011.

30.	 Ecuador Corte Constitucional del Ecuador, “Sentencia n.º 055-10-SEP-CC”, Caso n.º 0213-10-EP, 18 de 
noviembre de 2010.

31.	 Corte Constitucional para el Período de Transición, “Voto concurrente sentencia n.º 055-10-SEP-CC”, 
Caso n.° 0213-10-EP, 18 de noviembre de 2010. Se debe destacar que en el ordenamiento jurídico ecua-
toriano los votos salvados y concurrentes no generan efecto jurídico vinculante.

32.	 Ecuador Corte Constitucional del Ecuador, “Sentencia n.º 001-13-SCN-CC”, Caso n.º 0535-12-CN, 6 de 
febrero de 2013.
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trado: “una interpretación diferente del artículo 142, segundo inciso de la Ley Orgá-
nica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional contradice lo dispuesto en 
la Constitución de la República, la misma que evidentemente se orienta a establecer y 
fortalecer un sistema de control concentrado de constitucionalidad a cargo de la Corte 
Constitucional”.33

La sentencia 30-13-SCN-CC determinó que frente a un conflicto de normativa 
infraconstitucional y la Constitución el órgano competente para aplicar directamente 
la Constitución no es el juez de instancia sino la CCE:

ante las eventuales contradicciones de una disposición legal con la Constitución, el juez no 
está facultado para resolver tal asunto; sino corresponde a la Corte Constitucional como 
máximo órgano de control, interpretación constitucional y de administración de justicia en 
materia constitucional, aplicando directamente las normas supremas, declarar si la disposi-
ción legal cuestionada es o no constitucional,34

contraviniendo lo establecido en la propia Constitución (artículo 425).
En la sentencia 34-13-SCN-CC, la Corte Constitucional va a mantener la noción 

de que existe solo control concentrado, advirtiendo además mediante una regla juris-
prudencial que los jueces deben siempre suspender el proceso y remitir en consulta a 
la CCE; en caso de no hacerlo, serán incluso destituidos de su cargo, lo cual relativiza 
la supremacía constitucional, así como el rol activo del juez para tutelar derechos en 
un Estado constitucional.35

Control de convencionalidad y aplicación directa:
¿Reconfiguración de línea jurisprudencial?

Aclarados los conceptos que giran en torno al control de constitucionalidad, y bre-
vemente esbozado lo manifestado por la CCE en torno al sistema de control adoptado 
por el Ecuador a partir de la interpretación dada fundamentalmente en las sentencias 
055-10-SEP-CC y 001-13-SCN-CC, esto es, un control concentrando de constitucio-
nalidad con la total ausencia de un control difuso o mixto que, al parecer, tal y como 
se advirtió en líneas anteriores, genera una contradicción con lo determinado en la 
Constitución, es necesario hacer un breve análisis de dos sentencias que trajeron nue-

33.	 Ecuador Corte Constitucional del Ecuador, “Sentencia n.º 002-13-SCN-CC”, Caso n.º 0677-12-CN, 28 de 
febrero de 2013.

34.	 Ibíd., “Sentencia n.º 030-13-SCN-CC”, Caso n.º 0697-12-CN, 14 de mayo de 2013.
35.	 Ibíd., “Sentencia n.º 034-13-SCN-CC”, Caso n.º 0561-12-CN, 30 de mayo de 2013.
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vamente a debate el sistema de control constitucional en el Ecuador —sentencias del 
matrimonio igualitario— 010-18-CN/19 y 011-18-CN/19.

Se hizo necesario tratar el modelo de control constitucional en el Ecuador, en ra-
zón del conflicto surgido a partir de la OC-24/17 que, al interpretar el artículo 17 de 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos, determinó que el matrimonio es 
un derecho humano, y que, por lo tanto, en su ejercicio no pueden existir tratos discri-
minatorios, reconociendo de esta manera que el matrimonio es un derecho tanto para 
parejas de diferente sexo, así como del mismo sexo, generando así una posible antino-
mia entre lo dispuesto en normas infraconstitucionales al interior de los Estados, pues 
la normativa ecuatoriana determinaba expresamente que el matrimonio es un derecho 
exclusivamente para parejas de diferente sexo.

El problema devino fundamentalmente de acciones de protección que fueron pre-
sentadas frente a las negativas por parte del Registro Civil de formalizar matrimo-
nios entre parejas del mismo sexo, acciones en las que los jueces se encontraron con 
disposiciones normativas vigentes que no permitían estos matrimonios, al igual que 
la Constitución —formalmente hablando—; y, por otra parte, la interpretación de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos que sí lo permitía, sumado a la im-
posibilidad de hacer un control difuso y aplicar directamente la mentada Convención. 

Este problema de la imposibilidad de inaplicar disposiciones normativas vigentes 
en el ordenamiento jurídico por la inexistencia de un control difuso o mixto de cons-
titucionalidad generó que se elevarán dos consultas de normas a la CCE respecto de 
la constitucionalidad del artículo 81 del Código Civil y 52 de la Ley de Gestión de la 
Identidad y Datos Civiles.

La primera consulta fue resuelta en la sentencia 010-18-CN/19, en la que funda-
mentalmente se reafirma que en Ecuador existe un sistema de control constitucional 
concentrado, pues a lo largo del texto se matiza la idea de que la CCE es la única que 
puede entrar a observar la constitucionalidad de las disposiciones cuestionadas, y, en 
efecto, citando una serie de principios para conservar el derecho particularmente en la 
esfera legislativa, realiza un modulación sustractiva y sustitutiva de dichas disposicio-
nes, adaptándolas así al texto constitucional en un sentido material.

La CCE en la sentencia 011-18-CN/19, que versaba en torno a la posibilidad de 
matrimonio entre parejas del mismo sexo a partir de la interpretación realizada por la 
Corte IDH en la opinión consultiva OC-24/17, se pronunció de manera contradictoria, 
puesto que sostuvo que no es necesario modificar el ordenamiento jurídico doméstico 
ecuatoriano, esto es, el artículo 81 CC y 52 LGDIDC, para aplicar directamente la 
mentada opinión consultiva, y, de hecho, en uno de los párrafos de su decisión así lo 
determina textualmente:



FORO 38, julio-diciembre 2022

20 / FORO ISSN: 1390-2466; e-ISSN: 2631-2484

3. Disponer que el Tribunal consultante interprete el sistema normativo a la luz de esta 
sentencia y ordene que el Registro Civil registre el matrimonio de los accionantes, toda 
vez que no es necesaria una reforma constitucional al artículo 67 de la Constitución de la 
República del Ecuador. Tampoco son necesarias reformas previas, para el caso concreto, 
a los artículos 52 de la Ley Orgánica de Gestión de Identidad, y Datos Civiles y 81 del 
Código Civil.36

De igual manera en la mentada sentencia la CCE establece lo que debe entenderse 
por aplicación directa e inmediata de la Constitución que, como se vio en páginas 
anteriores, está directamente ligado al sistema de control constitucional que mantiene 
un Estado, y en efecto determina que la aplicación directa implica que la Constitución 
debe ser aplicada exista o no regulación normativa; y por inmediata entiende que su 
aplicación no debe suspenderse ni condicionarse a factores como reglamentación, fal-
ta de ley, o revisión superior. De manera textual dice:

284. La aplicación directa quiere decir que la Constitución, como cualquier otra norma, 
si tiene relación con el caso, debe ser aplicada, exista o no regulación normativa. Cuando 
hay una ley que regula la Constitución, no significa que sus normas se suspenden, siguen 
teniendo validez y vigencia y, junto con las leyes, cuando fuere necesario, deben ser aplica-
bles. El juzgador debe tratar de armonizar el sistema jurídico a través de una interpretación 
constitucional o, si no es posible cuando hay antinomias, de la aplicación directa de la 
Constitución.
285. La aplicación inmediata quiere decir que siempre que la Constitución deba ser apli-
cada, no debe suspenderse su aplicación ni tampoco condicionarse a otros factores del tipo 
reglamentación, falta de ley o revisión superior.37

Con esto la CCE reafirmaba la existencia de un control que permita aplicar directa-
mente la Constitución, incluso frente a la existencia de normativa infraconstitucional, 
entendiendo con ello una especie de control difuso de constitucionalidad que convive 
con un sistema de control concentrado, situación que incluso va a ser corroborada en 
párrafos siguientes en la sentencia.

En efecto, en los párrafos 287 y 290 la CCE reconoce la existencia de un control 
difuso de constitucionalidad y determina que todos los jueces tienen la competencia 
para realizar un control de convencionalidad38 y constitucionalidad, e incluso mencio-

36.	 Ecuador Corte Constitucional del Ecuador, “Sentencia 011-18-CN/19”, decisión párr. 3, 12 de junio de 
2019.

37.	 Ibíd., párr. 284, 285.
38.	 Paúl Córdova, El control de convencionalidad (Quito: Corporación de Estudios y Publicaciones, 2020), 

34.
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na que los jueces pueden dejar de observar disposiciones infraconstitucionales y que 
aquello no implica prevaricar. Además recalca que el hecho de quitar esta competen-
cia a todos los jueces implicaría quebrar totalmente la supremacía constitucional:

287. En segundo lugar, si se les priva a los jueces y juezas de aplicar en sus casos concretos, 
ya por vacíos o ya por antinomias, la Constitución y los instrumentos internacionales de 
derechos humanos más favorables, el control de constitucionalidad y el de convencionali-
dad serían inocuos y se dejaría sin eficacia la supremacía constitucional y la obligación de 
interpretar más favorablemente los derechos.
290. Con lo dicho se pueden aclarar los equívocos enunciados. El juez y la jueza sí tie-
nen competencias para realizar control de constitucionalidad y de convencionalidad, como 
cualquier otra autoridad pública en el ámbito de sus competencias. La Corte Constitucional 
es el máximo intérprete de la Constitución y sus interpretaciones tienen el carácter de pre-
cedente. [sic] que son normas jurídicas que tienen alcance general, abstracto y obligatorio, 
pero no puede ni debe ser considerado el único interprete. Con relación a si un juez o jueza 
prevarica por inobservar una norma que considera inconstitucional y aplicar la Constitu-
ción, los operadores de justicia no prevarican.39

Es menester mencionar que, si bien la Corte Constitucional determina que los jue-
ces al inobservar normas que consideran inconstitucionales no prevarican, esto ya lo 
había dicho en la sentencia 141-18-SEP-CC.

No cabe duda que lo mencionado en esta sentencia deja claro que en Ecuador 
los jueces pueden, frente a antinomias, dejar de aplicar normas vigentes en el orde-
namiento jurídico —inobservar en términos de la Corte— y aplicar directamente la 
Constitución, esto es, reconocer una especie de control difuso de constitucionalidad 
que ya parecía desprenderse de la lectura de la Constitución. Sin embargo, es de re-
saltar que dicha afirmación de la Corte no obedece a cumplir con lo determinado en 
el artículo 2 número 3 LOGJCC, esto es, la facultad de alejarse de sus precedentes 
de manera expresa, pues la Corte en ningún momento a lo largo de la sentencia se 
aparta de sus precedentes contenidos, sobre todo, en las sentencias 55-10-SEP-CC y 
001-13-SCN-CC analizadas anteriormente, y que determinaban la existencia única-
mente de un control concentrado de constitucionalidad.

Por lo antes dicho es que se genera una contradicción enorme que pone al sistema 
de control constitucional en el Ecuador en el limbo, pues, por un lado, existen senten-
cias que determinan que en Ecuador solo hay un control concentrado, y, por otro, la 
sentencia 011-18-CN/19, que expresamente determina que los jueces pueden inobser-
var normas que consideren inconstitucionales y aplicar directamente la Constitución, 

39.	 Ecuador Corte Constitucional del Ecuador, “Sentencia 011-18-CN/19”, decisión, párr. 287, 290.
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esto es, el reconocimiento de un control difuso, poniendo así entre la espada y la pared 
a los juzgadores.

Inaplicación de normas contrarias a la Constitución:
¿reaparición del control difuso en el Ecuador?

Hace poco más de un año, y con el afán de dar solución a las dudas hasta aquí 
planteada, la CCE dictó la sentencia 1116-13-EP/20 que, además, incluye dos votos 
concurrentes y que una vez más nos deja desconcertados.40

Mediante voto de mayoría, la Corte desestimó la acción extraordinaria de protec-
ción —en adelante EP— propuesta en contra de la sentencia que aceptó una acción 
de protección planteada por haber sido negada la residencia permanente en las islas 
Galápagos a favor del conviviente del entonces accionante, con quien mantenía una 
unión de hecho. La sentencia impugnada ordenaba al presidente del Comité de Ca-
lificación y Control de Residencia de Galápagos otorgar la residencia permanente al 
conviviente del accionante.

En este caso se discute si era procedente o no que los jueces apliquen de manera 
directa el artículo 68 de la Constitución, tomando en cuenta que, en aquel momento, 
se encontraba vigente una norma infraconstitucional, el artículo 222 del Código Civil 
—CC—, cuyo contenido se consideraba incompatible con la norma constitucional.41 
Ello porque los jueces decidieron resolver el conflicto dejando de aplicar el artículo 
222 CC —vigente a la época— y aplicando directamente el artículo 68 de la CRE. En 
este sentido la alegación principal de los legitimados activos evidencia la omisión de 
los jueces de utilizar el mecanismo de consulta ante la CCE, pese a que existía una 
duda de constitucionalidad en relación con la aplicación del artículo 222 del CC y, 
por tanto, la violación por parte de estos últimos del derecho a la seguridad jurídica.

En el contenido de la sentencia, sin mayor argumentación, la Corte decide deses-
timar las acciones de protección e implícitamente legitimar la posibilidad de que los 
jueces puedan realizar control de constitucionalidad difuso, en tanto que no se vulneró 
el derecho a la seguridad jurídica, porque si bien en el momento de resolver el caso el 

40.	 Ecuador Corte Constitucional del Ecuador, “Sentencia n.º 1116-13-EP/20”, Caso n.º 1116-13-EP, 18 de 
noviembre de 2020.

41.	 Este artículo definía la unión de hecho como “la unión estable y monogamia de un hombre y una mujer, 
libres de vínculo matrimonial con otra persona que formen un hogar de hecho, por el lapso y bajo las con-
diciones y circunstancias que señale este Código, generará los mismos derechos y obligaciones que tienen 
las familias constituidas mediante matrimonio, inclusive en lo relativo a la presunción legal de paternidad, 
y a la sociedad conyugal”.



FORO 38, julio-diciembre 2022

FORO / 23ISSN: 1390-2466; e-ISSN: 2631-2484

artículo 222 del CC hacía referencia a “la unión estable y monogámica de un hombre 
y una mujer”, los jueces constitucionales optaron por la aplicación directa del art. 68 
CRE, en virtud de lo establecido en el artículo 425 CRE.

Esta sentencia escueta y casi privada de motivación se completa con dos votos 
concurrentes. El del juez constitucional Hernán Salgado Pesantes y el de los jueces 
constitucionales Ramiro Ávila Santamaría, Agustín Grijalva Jiménez, Alí Lozada Pra-
do y Daniela Salazar Marín.

 El voto concurrente del juez Salgado llega a la conclusión de que: “el texto cons-
titucional vigente consagra un sistema de control concentrado en el cual solamente la 
Corte Constitucional tiene atribución expresa para establecer una incompatibilidad 
entre disposiciones infraconstitucionales y la Norma Fundamental”; y, por tanto, en 
la CRE

no se reconoce un sistema mixto y mucho menos un modelo difuso de control constitucio-
nal, debido a que el constituyente no mantuvo ni siquiera una regulación similar a la de la 
Constitución de 1998; al contrario, la cambió expresamente tal como se desprende de la 
redacción del artículo 428 de la Constitución de 2008, que refleja la postura de la Asamblea 
Constituyente que fue ratificada por la ciudadana en referéndum.

Por su parte, el voto concurrente de los jueces Ramiro Ávila Santamaría, Agustín 
Grijalva Jiménez, Alí Lozada Prado y Daniela Salazar Marín vuelve al artículo 142 
LOGJCC y aclara que el juez no tiene duda razonable “cuando existen reglas consti-
tucionales perentorias [...] cabe perfectamente la aplicación directa de dichas reglas 
[...]”. Por tanto, cuando existe una regla constitucional aplicable al caso, y esta regla 
sea contraria a una norma jurídica infraconstitucional, por supremacía debe aplicarse 
dicha norma, incluso cuando ello implique inaplicar la norma de rango legal que con-
tradiga la norma constitucional. Concluye que:

ante un conflicto o colisión entre normas constitucionales e infraconstitucionales, las jue-
zas y jueces están en la posibilidad de aplicar directamente la Constitución o de elevar la 
consulta ante la Corte Constitucional, lo que dependerá de la complejidad del conflicto 
bajo su conocimiento. En casos de conflicto entre una regla constitucional y una infra-
constitucional, como el que estamos conociendo, la respuesta resulta tan obvia que lo que 
corresponde es que los jueces y juezas apliquen directamente la Constitución, por ser la 
norma suprema, sin necesidad de consultar a la Corte Constitucional.

También esta sentencia deja abiertas una serie de cuestiones. En primer lugar, las 
relativas a los efectos de la acción extraordinaria de protección. En segundo lugar, el 
valor de los votos concurrentes y su utilidad y razón de ser ello, sobre todo en relación 
con el voto concurrente del juez constitucional Salgado, ya que si es como él afirma 
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que “el texto constitucional vigente consagra un sistema de control concentrado”, 
¿por qué voto a favor de la decisión tomada en la sentencia principal?

Además, la sentencia 1116-13-EP/20 ratifica la posibilidad de que los jueces ha-
gan control difuso de constitucionalidad sin especificar bajo qué condiciones y, sobre 
todo, sin especificar cuáles jueces pueden hacerlo. ¿Todos? ¿Solo los jueces que re-
suelven garantías?

Uno de los votos concurrentes habla de “reglas constitucionales”, y, según los jue-
ces constitucionales que formulan este voto, el artículo 68 es una regla, no obstante, 
según la misma Corte (Sentencia 0010-18-CN/19), el artículo 67 inciso segundo, que 
establece que “El matrimonio es la unión entre hombre y mujer, se fundará en el libre 
consentimiento de las personas contrayentes y en la igualdad de sus derechos, obliga-
ciones y capacidad legal”, no es una regla.

Entonces, cabe también preguntarse ¿cuáles son estas reglas constitucionales que 
permitiría un control difuso de constitucionalidad? ¿Quién decide qué es una regla? 
¿Cuál sería el instrumento de “control” que garantizaría en estos casos la seguridad 
jurídica?

Finalmente, ¿representa esta EP el supuesto más indicado para establecer los cri-
terios de selección del tipo de control de constitucionalidad que debe seguir el juez? 
¿Los efectos de la sentencia 0010-18-CN/19 no deberían haber sido tomados en cuen-
ta? Y, sobre todo, ¿no es contrario al espíritu de las garantías constitucionales limitar 
tanto la posibilidad de realizar un control difuso de constitucionalidad? y ¿qué se ganó 
con esta sentencia en aras de la efectividad de las garantías?

CONCLUSIONES

Pese a que de la lectura de la Constitución a su entrada en vigencia ya se podía 
observar la posible configuración de un control difuso conviviendo con un control 
concentrado, y probablemente una especie de control mixto en materia de garantías 
jurisdiccionales mediante el sistema de selección y revisión, la CCE en sus primeras 
sentencias en torno al control estableció la sola existencia de un control concentrado 
de constitucionalidad.

Esta idea de control mixto configurado en materia de garantías jurisdiccionales con 
la selección y revisión no podía extenderse a los procesos ordinarios, puesto que estos 
jueces no remiten sus decisiones a la CCE, y pensar en un posible control difuso de 
parte de estos generaría una situación caótica ya que no se configuraba un instrumento 
que le permita a la CCE revisar estas decisiones.

En definitiva, la configuración del sistema de control constitucional, ya deficiente 
en la Constitución y no solucionado por parte del legislador, se agravó con las senten-
cias emitidas por la CCE, por todas las razones tratadas a lo largo de este texto.
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Si bien es cierto los procesos de selección y revisión cumplen con un objetivo 
primigenio de crear precedente constitucional obligatorio, con la sola existencia de 
este control concentrado, estos procesos desarrollados por la CCE perderían sentido 
en el ámbito de la unificación del derecho, puesto que este era el medio para que dicha 
Corte pueda, con efectos generales pronunciarse sobre la constitucionalidad de dispo-
siciones normativas que hayan sido inaplicadas en procesos de instancia.

La situación se volvió aún más compleja con la emisión de las sentencias que tra-
taron el matrimonio igualitario en el Ecuador, puesto que para hacerlo, al ser consultas 
de norma, tuvieron que recordar el sistema de control constitucional en el Ecuador, 
y, en ese sentido, en la sentencia 10-18-CN/19 se reafirmó la idea de un control con-
centrado en Ecuador, en contradicción con la sentencia 11-18-CN/19 que determinó 
expresamente que los jueces sí pueden inobservar disposiciones que consideren in-
constitucionales y aplicar directamente la Constitución, dejando ver la configuración 
de un control difuso en el Ecuador.

Es indispensable mencionar que dicha sentencia no resuelve el problema, sino 
que lo agrava, ya que los precedentes que determinaron la existencia de un control 
concentrado no han sido modificados, y, por lo tanto, en este momento sobreviven 
en la jurisprudencia de la CCE criterios contradictorios en torno al sistema de control 
constitucional, que a su vez generan una serie de confusiones en los jueces, tanto or-
dinarios como aquellos que conocen garantías jurisdiccionales, teniendo en cuenta el 
caos que podría derivarse en el evento en que los jueces ordinarios empiecen a inapli-
car disposiciones que consideren contrarias a la Constitución, ya que no existe instru-
mento alguno para que dichas decisiones puedan ser revisadas por la CCE en torno al 
control difuso ejercido, puesto que la acción extraordinaria de protección obedece a la 
discrecionalidad de las partes y tiene un objeto diferente.

En este sentido el control difuso debería operar en procesos de garantías jurisdic-
cionales debido a su naturaleza, efectividad y rapidez, esto además se vería respaldado 
con el posterior proceso de selección y revisión, con el que la CCE podría armonizar 
la normativa infraconstitucional mediante la expedición de una sentencia de prece-
dente con efectos generales; mientras que, en los procesos ordinarios donde no opera 
la selección y revisión de casos, se encontraría justificada la suspensión del proceso y 
por tanto la obligatoriedad de la consulta de norma para que la CCE se pronuncie con 
efectos erga omnes; denotándose mediante los argumentos expuestos la existencia de 
un modelo de control mixto de constitucionalidad en nuestro país.

Finalmente, del análisis realizado se desprende la necesidad imperiosa y urgente 
de que la CCE tome en serio todos estos problemas, construya un sistema de control 
constitucional garantista y eficaz y en el camino pueda ir alejándose de todos los pre-
cedentes anteriores que solo generan ambigüedad; al fin y al cabo, el viaje, como se 
demostró, es corto, y no se requieren tantas alforjas para llegar a destino.
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